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Acta No. 317 de julio 14 de 2009 

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Luz Ángela Arciniegas Sarmiento contra el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, a la que se dispuso vincular a John Willinton Rengifo León y a Jhonny Gómez Bedoya. 

  



ANTECEDENTES

La señora Arciniegas Sarmiento, abogada de profesión, reclama la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y a la buena fe que, dice, le está vulnerando el Juzgado Tercero de Familia de esta localidad. 

Afirmó en su escrito que desde hace un año vive en el municipio de Dosquebradas, es madre cabeza de familia y responsable de una niña de once años; que para su sustento le prestó un dinero a Jhonny Gómez Bedoya, deuda que se respaldó con una hipoteca sobre el inmueble matriculado bajo el número 290-71490 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, según consta en la escritura pública número 2810 del 26 de septiembre de 2008, corrida en la Notaría Tercera de este círculo.
Agregó que en la anotación N° 14 del certificado de tradición del inmueble quedó registrada una inscripción de demanda en el proceso ordinario de unión marital de hecho que instauró John Willinton Rengifo León contra Jhonny Gómez Bedoya ante el Juzgado accionado, pero al averiguar por otros inmuebles de propiedad de este último, que los tiene, no fueron afectados con la misma medida; que no se trata del incumplimiento de sus obligaciones por parte del deudor, sino de que él le dejará de pagar mientras termina el proceso y no sabe de qué podría vivir; que esa medida está afectando un bien que le garantiza una obligación, garantía que se desmejora sin razón, porque no se entiende que el juzgado no hubiese tomado igual determinación respecto de los otros bienes del demandado, es decir, que no le ha dado un trato igualitario, porque se favoreció a otros acreedores que son de esta ciudad y a ella que no lo es se le vulnera el derecho.

Terminó afirmando que en todo proceso se debe garantizar a las partes el derecho de defensa y que en este caso el secretario del Juzgado no le suministró ninguna información sobre el trámite y le dijo que debía demandar al deudor, pero entre tanto, la medida cautelar dictada afecta su patrimonio y el de su hija; que la decisión del juzgado de inscribir la demanda sobre ese inmueble afectó su derecho sobre el mismo, sin tener en cuenta que su negocio fue realizado dentro del marco legal y de buena fe; y que prestar dinero con respaldo en una hipoteca es una actividad lícita que ahora se pone en riesgo, porque si el deudor no paga el capital y los intereses no va a poder cumplir con sus compromisos mensuales. 

Antes de darle trámite a la petición se requirió a la demandante para que precisara su solicitud y en el escrito que reposa a folio 16 señaló que lo que busca es que se le ordene al Juez Tercero de Familia de Pereira restablecerle sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la buena fe y a la libertad económica, disponiendo la cancelación del oficio N° 390 del 6 de marzo de 2009 mediante el cual se ordenó la inscripción de la demanda en el proceso de unión marital de hecho promovido por John Willinton Rengifo León contra Jhonny Gómez Bedoya. 

Se dispuso en el auto inicial vincular a estas personas y se les concedió, lo mismo que al Juzgado, el término de dos días para que ejercieran su derecho de defensa; el secretario de esta dependencia, vencido el traslado, con oficio 1267 del 10 de julio, informó qué medidas se adoptaron dentro del proceso ordinario y remitió copia del auto pertinente y de las diligencias de inscripción de la demanda.

Ahora es oportuno resolver, previas estas: 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, tiene como norte la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando quiera que sean lesionados o amenazados por una autoridad o, en ciertos casos, por particulares, y ha sido desarrollada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992. 

El primero de estos decretos permitía utilizar este medio para atacar providencias judiciales, lo que fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en su sentencia C-543; no obstante, por vía jurisprudencial se abrió paso dicha acción en los casos en los que los jueces incurrieran en lo que antes se denominaba una vía de hecho y que ahora se distingue como causales específicas de procedibilidad de la misma. Recientemente 
 se dijo que: 
“Además de acreditarse el cumplimiento de los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, la Corte Constitucional ha establecido que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales supone que el problema jurídico presentado a consideración del juez de tutela resulte constitucionalmente relevante por comprometer derechos fundamentales de las partes en litigio, y que se configure una de las causales específicas de procedibilidad de la acción de tutela, que han sido objeto de amplio desarrollo por parte de la jurisprudencia constitucional y recogen la doctrina de los defectos judiciales, cuales son:

“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales
 o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
[e]. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

[f]. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

[g]. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado
. 

[h]. Violación directa de la Constitución”
.

De esta forma, para que proceda el amparo derivado del ejercicio de la acción de tutela, en los eventos en que el reproche del interesado recae sobre la actividad judicial, debe acreditarse que al interior del proceso el interesado agotó los recursos y facultades con que contaba, no obstante lo cual persiste la violación de sus derechos fundamentales, que la acción se formula dentro de un término prudente de manera que, de un lado se conserven los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica y, de otro, el despliegue del aparato judicial no resulte inocuo en la medida en que sea posible otorgar un amparo inmediato y eficaz frente a la amenaza o vulneración de derechos fundamentales, y que la actividad del juez se enmarca dentro de una de las causales específicas de procedibilidad previamente citadas.

A decir verdad, ninguna de estas situaciones se presenta en el caso puesto a consideración de la Sala. De lo que se queja la accionante es de que el Juzgado Tercero de Familia ordenara la inscripción de la demanda en el proceso de unión marital de hecho que se tramita allí entre John Willinton Rengifo y Jhonny Gómez Bedoya sólo respecto del inmueble matriculado bajo el número 290-71490 y no sobre otros que también son de propiedad del demandado Gómez Bedoya, lo que puede afectar su patrimonio porque este dejaría de pagarle el capital y los intereses que le adeuda y que fueron respaldados con una hipoteca sobre dicho predio. 

Pero allí pierde de vista dos cosas que, en su calidad de profesional del derecho perfectamente conoce: la primera, que la inscripción de la demanda es una medida que simplemente vincula un bien a un proceso para que el eventual adquirente del mismo quede afectado por la sentencia que se llegue a proferir, pero no pone las cosas fuera del comercio, ni significa la mutación de las obligaciones contraídas por una de las partes en el proceso en el que se afecta el bien, respecto de terceros que tengan derechos reales constituidos  sobre el inmueble.  De ahí que efectuada esa anotación en el certificado de tradición, en nada desmerece el crédito que el señor Jhonny Gómez Bedoya constituyó a favor de la señora Luz Ángela Arciniégas Sarmiento.

Dicho de otra manera, nada justificaría que por efectos de la inscripción de la demanda, aquel dejara de pagarle a esta los intereses remuneratorios y el capital al vencimiento del plazo pactado; si lo hace, otra es la vía, expedita por cierto, para reclamar de él el cumplimiento de la obligación que es de carácter personal, como es el proceso ejecutivo. 

Y la segunda, por supuesto, tiene que ver con los atributos del derecho real de hipoteca. El acreedor hipotecario puede, para forzar el cumplimiento de la obligación personal, pedir que se subaste el bien dado en garantía, si se incumple la obligación; y adicionalmente, puede perseguir el bien hipotecado sea quien fuere su dueño. Son estos los conocidos atributos de preferencia y persecución de que tratan los artículos 2448 y 2452 del C. Civil; todo lo que se traduce en que cualquiera que sea el resultado del proceso ordinario de unión marital de hecho que se adelanta, la garantía se mantendrá incólume, para hacer efectiva la obligación personal en caso de que el deudor no cumpla con lo pactado. 

De donde viene que la sola inscripción de la demanda en nada afecta su patrimonio, y menos su derecho real. 
Ahora bien, no se ha demostrado que el juzgado haya adoptado una decisión antojadiza al ordenar el registro de la demanda ordinaria; regularmente estas disposiciones obedecen a la petición de la parte demandante, cuando no son obligatorias (art. 692 C.P.C.), y lo que se conoce aquí, de acuerdo con el oficio remitido por ese despacho judicial (f. 22), es que en el proceso ordinario se solicitó el registro de la demanda sobre varios inmuebles, uno de ellos, el que cita la demandante, con matrículas 294-26691, 290-71490, 290-139719, 290-71488 y 290-71489, porque eso fue lo que pidió el actor. No tenía por qué extenderse el juzgado a otros, porque, se insiste, esa cautela, en este tipo de procesos, no es obligatoria. Es más, como queda evidenciado no fue sólo un inmueble el que denunció el promotor de la demanda ordinaria, como afirma la accionante, sino varios y sobre todos ellos se dispuso la cautela.
Con todo, el que sólo se registre sobre un bien o sobre algunos bienes la medida no implica la trasgresión de derecho alguno si, como viene de verse, ella sólo es una advertencia a terceros en el sentido de que la adquisición de los mismos está supeditada a los efectos que deriven del fallo que se llegue a emitir y que los comprometa. 

Si, pues, la medida cautelar decretada en el proceso ordinario es viable, porque así lo permite el artículo 690 del estatuto procesal civil, a petición de parte; si con ella no se afecta el derecho personal que le asiste a Luz Ángela Arciniegas Sarmiento frente a Jhonny Gómez Bedoya; si tampoco se  perturba la garantía hipotecaria constituida a favor de la peticionaria; y si el juzgado obró de acuerdo con lo que le fue pedido por la parte demandante, no se ven conculcados los derechos a la igualdad, al debido proceso, a la buena fe y a la libertad económica, cuya protección se busca.  Es decir, en últimas, que el juzgado no incurrió en ninguna de aquellas causales inicialmente citadas que hagan procedente la acción que, por tanto, será negada. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA la acción de tutela propuesta por Luz Ángela Arciniegas Sarmiento contra el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, a la que se dispuso vincular a John Willinton Rengifo León y Jhonny Gómez Bedoya
Notifíquese esta decisión a las partes, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 
Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de que no sea impugnada. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Sentencia T-266/01


� Sentencia T-522/01


� Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01.


� Corte Constitucional, Sentencia C-590 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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